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EXPEDIENTE NÚMERO 069/2013-JN

En la ciudad de León, Guanajuato, siendo las 11:30 once horas con treinta minutos, del día 28  veintiocho de febrero del año 2013, dos mil trece, fecha y hora señalada para la celebración de la audiencia de alegatos, el Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, Licenciado Eliverio García Monzón, quien actúa legalmente asistido por la Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada Ma. Teresa Alférez Rodríguez, declara abierta la audiencia de alegatos y se lleva a cabo, sin la asistencia de las partes, por lo que no habiendo pruebas por desahogar, con fundamento en el artículo 287 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en esta  audiencia se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que el actor impugna el acta de infracción, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con el original de la referida acta de infracción, documental que obra en el Secreto de éste Juzgado. . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Agente de Tránsito demandado en su contestación aduce que los razonamientos hechos valer como agravios, son meras apreciaciones subjetivas, por lo tanto, no pueden valorarse conforme a derecho, razón suficiente para decretar el sobreseimiento; pues bien, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción VII, ambos del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que la parte actora conforme a la técnica jurídica en el proceso administrativo, sí expresa conceptos de impugnación, en el sentido de que el acta de infracción carece de fundamentación y motivación, pues expone razonamientos lógicos y jurídicos del por qué estima ilegal el acto combatido y se dirigen a desvirtuar la presunción de legalidad del acta de infracción, además indica los preceptos legales violados en su perjuicio, manifestando las razones del por qué se da la vulneración de esos preceptos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la improcedencia de la causal de improcedencia invocada y advirtiendo que de autos no se actualiza ningún otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. 
CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación de la demanda, el actor en esencia aduce que le causa agravio la infracción …, toda vez que se viola en su perjuicio la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que en dicha infracción el “AGENTE” no funda ni motiva debidamente el acto administrativo que ahora se impugna, vulnerando en su contra el principio de legalidad, que refiere que toda autoridad solo puede hacer lo que la ley estrictamente le faculta y que señala en el recuadro de “ARTICULOS INFRINGIDOS”, que supuestamente infringió un artículo inexistente, es decir,  NO EXISTE LA “FRACCIÓN VI INCISO A” DEL ARTÍCULO 7 EN EL REGLAMENTO DE TRÁNSITO MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO, siendo entonces que el fundamento que pretende apoyarse no se adecua a la hipótesis de la norma ni al caso concreto, así mismo, en el recuadro de “MOTIVO DE LA INFRACCIÖN”, se desprende lo siguiente: “Circular 83 kilómetros sin respetar los limites establecidos en las señales oficiales que es de 60 kilómetros operativo radar”, por lo que se desprende una manifiesta ilegalidad del acto impugnado al no estar debidamente fundado y motivado. En tanto, el Agente de Transito demandado en la contestación aduce en esencia que los conceptos de impugnación deben ser declarados infundados, en virtud de que el acta de infracción contempla el fundamento legal, es decir, señala el precepto legal que se considera infringido, así como las circunstancia de tiempo, modo y lugar; que el acta de infracción impugnada, si contiene los siguientes elementos: a).- Preceptos legales aplicables; b).- Relato pormenorizado de los hechos temporales, espaciales y circunstanciales; y c).- Argumentación lógica y jurídica que explica con claridad la razón por la cual los preceptos de Ley tienen aplicación al caso concreto . . . . . . . . . 

Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor, impone a las autoridades municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; pues, por fundar el acto se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar  la facción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivar se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto administrativo, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el o los supuestos de hecho que condicionan la aplicación de los preceptos legales invocados como apoyo legal. 
Bajo esta tesitura, de un minucioso análisis del acta de infracción impugnada, se concluye que se encuentra fundada en la fracción VI, inciso a), del artículo 7 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, publicado en el periódico Oficial número 162, tercera parte de fecha 9 de octubre del 2009, numeral  que en lo conducente establecía: “VI.- Respetar los límites de velocidad establecidos en los señalamientos oficiales, y a falta de éstas, se deberán sujetar a las normas siguientes: a).- En vías primarias, la velocidad máxima será de 60 kilómetros por hora;” como puede observarse, el numeral que se comenta en la parte transcrita, regulaba la circulación de vehículos, contemplando dos supuestos jurídicos que interpretados a contrario sensu constituyen infracciones de tránsito, a saber: a).- Respetar los límites de velocidad establecidos en los señalamientos oficiales; y, b).- A falta de señalamiento en vías primarias, la velocidad máxima será de 60 kilómetros por hora. Sin embargo, este artículo 7 fue modificado, con la finalidad de contemplar estas faltas administrativas, en dos fracciones, pues para ello se reformó la fracción VI y se adicionó la fracción VI.BIS, mismas que se publicaron en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 108, Segunda Parte, de fecha 06 seis de julio de 2012, dos mil doce, de manera que actualmente la fracción VI establece: “Respetar los límites de velocidad establecidos en los señalamientos oficiales;”, contemplando una sola falta administrativa; mientras que la adicionada fracción en lo conducente establece: “VI.BIS.- A falta de señalamientos oficiales que indiquen los límites de velocidad, deben sujetarse a las normas siguientes: a).- En vías primarias, la velocidad máxima será de 60 kilómetros por hora;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo y a pesar de que tanto la fracción VI, inciso a), -norma anterior- y la fracción VI.Bis, inciso a), sustancialmente contemplan la misma falta administrativa, sin embargo, desde el punto de vista meramente jurídico no es posible aplicar al caso concreto del justiciable esta última fracción como norma vigente, toda vez que la autoridad demandada en el acta de infracción expone que los hechos que constituyen los motivos de la infracción consisten en “Circular a 83 kilómetros sin respetar los límites establecidos en las señales oficiales que es de 60 kilómetros operativo radar”, como se puede observar, en la especie, no existe una relación de causalidad entre los motivos invocados en el acta de infracción impugnada y el precepto legal aplicado, como quiera que sea, es evidente que entre el fundamento jurídico que sirve de apoyo al acto administrativo tildado de ilegal y los antecedentes de hecho expresados, no se da una perfecta adecuación, ya que la fracción que contiene la norma jurídica anterior y  la fracción que contiene la norma jurídica vigente, establecen que “la falta de señalamientos oficiales que indiquen los límites de velocidad, en vías primarias, la velocidad máxima será de 60 kilómetros por hora”, por lo que interpretada a contrario sensu se contempla una infracción administrativa que se integra de los siguientes elementos: a).- La falta de señalamientos oficiales que indiquen los límites de velocidad, b).- Que circule el vehículo sobe una vía primaria; y, c).- Que el conductor exceda la velocidad de 60 kilómetros por hora”;  sin embargo, es el caso que la autoridad sostiene que el actor no respetó los límites de velocidad establecidos en las señales oficiales que era de 60 sesenta kilómetros, siendo lo anterior así, resulta que el acto administrativo impugnado se encuentra indebidamente fundado, toda vez que el precepto invocado como fundamento legal, no es aplicable al caso concreto del impetrante, porque las razones expuestas como sustento o motivos del acta de infracción a debate, no corresponden al caso específico, objeto de la falta administrativa, en otras palabras, la situación del justiciable no se adecúa a la fracción invocada como fundamento legal, por tanto, éste no es aplicable al caso concreto; de esta manera, es cierto que el acto a debate se encuentra indebidamente fundado. . . . . .  . . . . . . .

Bajo esta tesitura, el acta de infracción combatida, no cumple con el requisito de la debida motivación, toda vez que los hechos que constituyen los motivos de la infracción que consisten en “Circular a 83 kilómetros sin respetar los límites establecidos en las señales oficiales que es de 60 kilómetros operativo radar”, no es posible adecuarlos al supuesto jurídico contemplado como falta administrativa, en razón de que la norma jurídica invocada como fundamento legal, exige que no exista algún señalamiento oficial de tránsito que indique el límite de velocidad y como puede observarse el agente de tránsito demandado sostiene que el presunto infractor no respectó el límites de velocidad establecido en las señales oficiales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En merito de lo expresado, el acta de infracción combatida no cumple con los elementos de validez exigidos por la fracción VI del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de esta manera, resulta ilegal, por no encontrarse debidamente fundada y motivada, con lo que se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del mismo Código, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137 fracción VI, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción …; por consiguiente, sobre el particular se precisa, que con la facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de modo que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y ante la declaración de nulidad total de los actos impugnados, produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los mismos hechos, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, en consecuencia, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de la licencia de conducir retenida como garantía de la infracción, por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, del aludido Código, se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la licencia de conducir retenida como garantía y en su caso realice la diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarla dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo  informar  a este  Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de infracción … por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
TERCERO.- Se condena al  Agente de  Tránsito demandado, a  que  realice 

las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la licencia de conducir retenida como garantía y en su caso realice la diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta - que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL28 DE FEBRERO DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 069/2013-JN.
